La Plata, 19 de mayo de 2020
VISTO El artículo 55 de la Constitución Provincial, los artículos 12, 27 y ccdtes de la Ley 13.834 del Defensor del Pueblo y sus modificatorias y el artículo 22 del Reglamento Interno de la Defensoría, 
CONSIDERANDO
Que con fecha 11 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la salud declaró la nueva infección por coronavirus (COVID-19) como una pandemia, que como en el resto del mundo, también ha llegado a nuestro país, constatándose miles de personas infectadas y varias fallecidas como consecuencia del contagio y propagación del nuevo virus.
Que luego de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la provincia de Buenos Aires lidera las estadísticas de incidencia del virus.
Que la provincia de Buenos Aires, de acuerdo con las proyecciones elaboradas por el Instituto Nacional de Estadística y Censos, cuenta con una población de alrededor de 17 millones y medio de habitantes, cerca del 40% de la población total del país. 
Que asimismo, según los últimos indicadores elaborados por la Dirección Provincial de Estadística bonaerense en base a datos publicados por el INDEC, correspondientes al primer semestre de 2019, de la sumatoria de los datos correspondientes a los seis aglomerados urbanos de la provincia surge que el 38, 4% de los habitantes se encuentran en situación de pobreza y el 8,7% en situación de indigencia. 
Que por otra parte, según datos del censo 2010, la provincia de Buenos Aires presenta un déficit habitacional cualitativo del 31,7% sobre el total de hogares, mientras que el déficit habitacional cuantitativo compuesto (diferencia entre viviendas y hogares más viviendas irrecuperables) asciende al 11,1%. 

Que por otra parte, según la información sistematizada en el Registro Público Provincial de Villas y Asentamientos Precarios, existen en el territorio bonaerense 1.585 barrios de estas características, localizados en 83 partidos, donde residen aproximadamente 420 mil hogares.



Que estas situaciones colocan a un gran porcentaje de la población bonaerense en una situación de particular vulnerabilidad frente al avance de la enfermedad, sumada a otros factores como edad avanzada y comorbilidades. 

Que como en otros países del mundo, a partir del 20 de marzo de 2020  se ha dispuesto oficialmente por Decreto Nacional N° 297/2020 y sus normas complementarias, una cuarentena generalizada, la que se ha extendido hasta la actualidad, a efectos de desacelerar el contagio y dotar al sistema de salud de los insumos y medidas necesarias para hacer frente a la emergencia sanitaria. 
Que ya desde este momento el Estado ha instado a la población a permanecer en sus domicilios para evitar la propagación de la enfermedad, y se han suspendido actividades donde se congreguen gran cantidad de personas, así como solo se permiten las actividades vinculadas a la industria de los alimentos y otros servicios esenciales, generándose en consecuencia medidas económicas paliativas para afrontar la situación. 
Que la plena vigencia del derecho a la vivienda, entendido justamente como el “derecho a vivir en seguridad, paz y dignidad en alguna parte” (Observación General N° 4 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas), caracterización que incluye especialmente el derecho a la seguridad en la tenencia, se vuelve aún más relevante en un contexto de alta incertidumbre, deterioro socioeconómico y en el cual el hogar se constituye como el espacio fundamental en el que se desenvuelve la vida diaria. 

Que los desalojos forzosos constituyen una de las formas más extremas de vulneración de este derecho, tal como surge de la Observación General N° 7 del citado Comité. 
Que el artículo 55 de la Constitución provincial establece que “el Defensor del Pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes.”

Que de conformidad con el artículo 27 de la Ley 13.834, corresponde emitir el presente acto.
Por ello,
EL DEFENSOR DEL PUEBLO
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
RESUELVE
ARTÍCULO 1: DIRIGIRSE a la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, a fin que instruya a los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Provincia de Buenos Aires, tanto del fuero civil y comercial, como del fuero penal, a abstenerse de dictar medidas que conduzcan a ejecuciones hipotecarias y al desalojo de inmuebles, ya sea que involucren a grupos masivos de personas o se trate de casos individuales, por el plazo que dure el estado de emergencia sanitaria declarado por la provincia, a través del Decreto 132/2020, sus actualizaciones y demás normativa dictada en consecuencia, originado en la pandemia del virus “Coronavirus” (Covid-19). 

 ARTÍCULO 2: Notifíquese, regístrese, y oportunamente archívese.
RESOLUCIÓN N° 6/20
